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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 45 DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL. 

La que suscribe, diputada federal, Mildred Concepción Ávila Vera, integrante del Grupo Parlamentario de Morena 

en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los 

artículos 71, fracción II, y artículo 73, fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

y por los artículos 6, numeral 1, fracción I, y artículo 77, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración del pleno de esta Asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se 

reforma el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

En el país el número de víctimas aumentan año tras año y con ello la complejidad de su atención ante instancias 

precarias no solo en materia presupuestal, sino en capacidad instalada para dar abasto a los efectos de la pandemia 

y a los rezagos propios de las diversas desigualdades históricas que arrastra el país. 

Son estas desigualdades las que elevan la exposición a la violencia, a quienes se encuentran en mayor situación de 

vulnerabilidad. Los números de las fuentes públicas no alcanzan a representar la magnitud de la violencia que se ha 

enquistado en México, especialmente porque las víctimas no siempre se acercan a los servicios de atención y 

aquellas que logran ser atendidas, no siempre encuentran en el estado el apoyo que requieren, la justicia que 

anhelan o la reparación a los daños sufridos. 

Es justo este, el propósito de instancias como las Comisiones de Atención a Víctimas o los Centros de Justicia para 

las Mujeres, ser espacios dignos que representen los intereses legítimos de las víctimas y que contribuyan a resarcir 

en la medida de sus posibilidades los daños causados no solo por agresores, muchas veces impunes, sino por las 

propias instituciones del estado que revictimizan a quienes buscan su apoyo. 

En el año 2019 se registraron 344,053 víctimas de delitos del fuero común en el país, de enero a junio de 2020 se 

han registraron 153,229 víctimas,1 lo anterior solo refleja a aquellas víctimas que figuran en las diversas carpetas 

de investigación que año tras año se abren, pero no muestra a todas aquellas personas que habiendo sufrido un 

delito, no acuden a denunciar por diversas razones, principalmente por aquellas atribuibles a las autoridades como 

son, la desconfianza o la tramitología en la denuncia y la actitud hostil de la autoridad.2 

Es justo por estas razones, que las Comisiones de Atención a Víctimas en los Estados y los Centros de Justicia para 

las Mujeres, buscan desconcentrar y desburocratizar la atención, para eficientar y brindar servicios dignos e 

integrales a las víctimas de delitos y de violencias, incidiendo más allá de una justicia penal y avanzar hacia una 

justicia restaurativa, que contribuya a cerrar las profundas heridas que han minado la confianza en el sistema y que 

han alejado a las personas de la búsqueda de justicia. 

La consolidación de los servicios que brindan las Comisiones de Atención a víctimas en los Estados, solo es 

posible a través de presupuestos que garanticen la prestación de dichos servicios, lo que permitirá simplificar 

procesos administrativos para la entrega, justificación y comprobación de medidas de ayuda emergente, sin 

demoras ni retrasos, agilizando su funcionamiento y el de las demás instancias con las que se vincula, como las 

fiscalías estatales y los Centros de Justicia para las Mujeres. 

Las limitaciones presupuestales que hoy enfrentan muchas Comisiones de Atención a Víctimas en los Estados, 

tienen que ver con su adscripción, algunas comisiones estatales están adscritas a una secretaría de gobierno, otras 

son órganos desconcentrados o descentralizados del gobierno estatal; otra limitación tiene que ver con los procesos 

para designación de titulares capaces de ejecutar las tareas que implican esta encomienda, pues en algunas 

entidades dependen del gobernador o gobernadora en turno, del secretario(a) de gobierno o del congreso local. 
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Las anteriores situaciones ponen en desventaja presupuestal a las Comisiones de Atención a Víctimas que cada vez 

deben dar una mejor y mayor respuesta a una creciente población de víctimas, frente a una capacidad operativa 

rebasada en las entidades federativas y más recientemente por las consecuencias de la pandemia. 

Situación similar enfrentan los Centros de Justicia para las Mujeres, considerados como espacios para fortalecer el 

acceso a la justicia por medio de un proceso de atención integral para detener la violencia, así como proporcionar 

herramientas que propicien la toma de decisiones informada y encaminada a construir un proyecto de vida en 

entornos libres de violencia, evitando con ello la lamentable y frecuente reincidencia de violencia en contra de las 

mujeres, la mayoría de las veces producida en los entornos familiares, de pareja y de confianza. 

En México existen 48 Centros de Justicia para las Mujeres,3 que deben dar atención a toda víctima o usuaria que 

requiera de sus servicios; bajo esta tesitura, los 48 Centros de Justicia que actualmente están en operación en el 

país, no alcanzan a cubrir a una población objetivo, que serían las más de 30 millones de mujeres mayores de 15 

años que han sufrido algún tipo de violencia en México.1$ Según esta misma fuente (ENDIREH 2016), del total de 

mujeres que han enfrentado violencia por parte de esposo o novio, a lo largo de su relación de pareja (19.1 

millones), en el 64.0 por ciento de los casos se trata de violencia severa y muy severa. 

Al igual que las Comisiones Estatales de Atención a Víctimas, los Centros de Justicia para las Mujeres, enfrentan 

grandes retos en materia presupuestal, dichos retos entre varias razones están vinculados con la variedad de 

adscripciones bajo las que se crean los Centros de Justicia que muchas veces impide contar con recursos propios y 

depender de recursos de las instancias bajo la cual están adscritas y esto no necesariamente garantiza la fluidez del 

presupuesto necesario para una operación digna. 

En resumen, gran parte de las estrategias para prevenir, atender y contener el delito y la violencia recaen en 

instancias como las Comisiones Estatales de Atención a Víctimas y los Centros de Justicia para las Mujeres; estas 

instancias en general no se benefician de los recursos asignados a las entidades federativas para la seguridad 

pública, a pesar de cubrir una vasta tarea en la materia. 

El Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública es un fondo presupuestal previsto en la Ley de Coordinación 

Fiscal a través del cual se transfieren recursos a las entidades federativas para dar cumplimiento a estrategias 

nacionales en materia de seguridad pública acordadas por el Sistema Nacional de Seguridad Pública, el cual destina 

recursos federales a los Estados y municipios para apoyar las tareas de profesionalización de las personas que 

conforman a las distintas instituciones encargadas de la seguridad pública, para la prevención social de la violencia 

y la delincuencia con participación ciudadana, su equipamiento, la construcción de infraestructura física, así como 

para la implementación de bases de datos útiles para los fines de la seguridad pública. 

Es por las tareas de seguridad que también desempeñan los Centros de Justicia para las Mujeres y las Comisiones 

de Atención a Víctimas en los Estados, en su papel de atender, prevenir y en la medida de sus atribuciones 

erradicar la violencia y el delito, que estas instancias requieren presupuesto adicional para el ejercicio de sus 

funciones. 

Mencionado lo anterior y dada la creciente necesidad de consolidar los servicios de atención integral de la 

violencia y con esta, a las víctimas de delito, es que someto a consideración la presente propuesta para incluir a los 

Centros de Justicia para las Mujeres y a las Comisiones Estatales de Atención a Víctimas, entre las destinatarias de 

las aportaciones federales con cargo al Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública (FASP) de los estados y 

del Distrito Federal, ahora Ciudad de México, tomando como referente el siguiente cuadro comparativo: 
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración la presente propuesta al tenor del siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal 

Único. Se reforma el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal. 

Artículo 45. - Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los 

Estados y del Distrito Federal, reciban dichas entidades se destinarán exclusivamente a: 

I. La profesionalización de los recursos humanos de las instituciones de seguridad pública vinculada al 

reclutamiento, ingreso, formación, selección, permanencia, evaluación, reconocimiento, certificación y 

depuración; 

II. Al otorgamiento de percepciones extraordinarias para los agentes del Ministerio Público, los peritos, los 

policías ministeriales o sus equivalentes de las Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, los 

policías de vigilancia y custodia de los centros penitenciarios; así como, de los centros de reinserción social de 

internamiento para adolescentes; 

III. Al equipamiento de los elementos de las instituciones de seguridad pública correspondientes a las policías 

ministeriales o de sus equivalentes, peritos, ministerios públicos y policías de vigilancia y custodia de los centros 

penitenciarios, así como, de los centros de reinserción social de internamiento para adolescentes; 

IV. Al establecimiento y operación de las bases de datos criminalísticos y de personal, la compatibilidad de los 

servicios de telecomunicaciones de las redes locales, el servicio telefónico nacional de emergencia y el servicio 

de denuncia anónima; 

V. A la construcción, mejoramiento, ampliación o adquisición de las instalaciones para la procuración e 

impartición de justicia, de los centros penitenciarios, de los centros de reinserción social de internamiento para 

adolescentes que realizaron una conducta tipificada como delito, así como de las instalaciones de los cuerpos de 

seguridad pública de las academias o institutos encargados de aplicar los programas rectores de 

profesionalización y de los Centros de Evaluación y Control de Confianza, y 

VI. Al seguimiento y evaluación de los programas relacionados con las fracciones anteriores. 

VII. A la capacitación, equipamiento del personal adscrito, así como para la construcción, mejoramiento, 

adquisión y ampliación de las instalaciones de los Centros de Justicia para las Mujeres. 
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VIII. A la capacitación, al equipamiento del personal adscrito, así como para medidas de ayuda 

emergente a víctimas de delito y a la construcción, mejoramiento, adquisión y ampliación de las 

instalaciones de las Comisiones Estatales de Atención a Víctimas. 

Los recursos para el otorgamiento de percepciones extraordinarias para los agentes del Ministerio Público, los 

policías ministeriales o sus equivalentes, los policías de vigilancia y custodia y los peritos de las procuradurías de 

justicia de los Estados y del Distrito Federal, tendrán el carácter de no regularizables para los presupuestos de 

egresos de la Federación de los ejercicios subsecuentes y las responsabilidades laborales que deriven de tales 

recursos estarán a cargo de los gobiernos de los Estados y del Distrito Federal. 

Dichos recursos deberán aplicarse conforme a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y los 

acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública. 

Los Estados y el Distrito Federal proporcionarán al Ejecutivo Federal, por conducto del Secretariado Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, la información financiera, operativa y estadística que les sea requerida. 

Transitorios 

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas 

1 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Víctimas de delitos del fuero común 2019-

2020. 

2 Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2018. 

3 Comisión Nacional para Prevenir y erradicar la Violencia contra las Mujeres. Directorio de los CJM en 

operación. 

4 Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2016. 

Palacio Legislativo, a 2 de septiembre de 2020. 

Diputada Mildred Concepción Ávila Vera (rúbrica) 

 


